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INTRODUCCIÓN 

Esta guía es la primera parte de un curso sobre la regulación de la Renta de Garantía 

de Ingresos (RGI), principal prestación económica prevista por el Sistema Vasco para la 

Garantía de Ingresos y para la Inclusión Social.  Se dirige concretamente  a personas 

dispuestas a actuar como asesoras o ’acompañantes’ de familias perceptoras de la RGI.  

Sin embargo, es también perfectamente aprovechable por cualquier persona  

interesada en conocer el funcionamiento de una de las herramientas más destacables 

en la lucha contra la pobreza y la exclusión social. El estudio de este manual facilitará 

sin duda la participación en el debate social y político  en torno al futuro de la RGI.     

La necesidad de formar a personas asesoras  - voluntarias -  en el ámbito de la RGI se 

explica por una variedad de factores, especialmente los siguientes: 

- Han aumentado notablemente los ‘expedientes’ de RGI desde que irrumpió la 

crisis económica – financiera en España y en el País Vasco.  Actualmente hay 

más de 60.000 expedientes activos implicando a más del doble de personas.  

 

- La gestión de la RGI resulta compleja tanto desde el punto de vista de la 

administración competente – LANBIDE – como de las propias personas 

beneficiarias.  Ese fenómeno tiene su origen en la necesidad de control  

inherente al sistema.  El resultado es que mucha gente se pierde con las 

exigencias y  el ‘papeleo’ de LANBIDE. 

 

- La actuación de LANBIDE en relación con la RGI ha generado y sigue generando 

muchos ‘conflictos’, algo que queda reflejado en el impresionante volumen de 

quejas  presentadas ante el Ararteko en los últimos 5 años. 

 

- Las personas afectadas por las decisiones de LANBIDE tienen normalmente 

recursos económicos limitados.  Eso impide que puedan recurrir con facilidad a 

servicios de asesoramiento privados. 

 

- Los sindicatos, en general, ven en la RGI poco más que un tema político, es 

decir, no consideran que sea un ámbito en el que deben brindar 

asesoramiento.  

La realidad es que existen pocas alternativas fuera de la ayuda que pueda venir de 

personas solidarias dentro o fuera de las organizaciones contra la exclusión social.  

Ahora bien,  la guía que se presenta aquí es tan sólo uno de los instrumentos 

necesarios para capacitar a personas como asesoras en el ámbito de la RGI.  Su 

principal característica es enfocar en el conocimiento de las bases del sistema sin 

entrar a fondo en la casuística variada.  En este sentido necesita ser complementado 
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por un estudio detallado de los criterios  que LANBIDE aplica a casos  concretos.  Dicho 

estudio  es  precisamente el propósito de la segunda parte del curso en que se 

enmarca ésta guía.  

En segundo lugar, hará falta que las futuras personas asesoras estén familiarizadas con 

la documentación habitualmente usada  por LANBIDE y que aprendan a redactar 

alegaciones y recursos administrativos.     

También sería conveniente trabajar la percepción que podamos tener de las  

prestaciones asistenciales y de las personas que se ven obligadas a recurrir a ellas, 

especialmente cuando se trate, además, de personas extranjeras.   

Finalmente, cabe una reflexión sobre la eficacia del asesoramiento que se pretende 

brindar. 

La experiencia de casos concretos nos enseña que ‘gestionar’ bien la RGI – desde el 

punto de vista de las personas beneficiarias -  requiere una atención constante. Por eso 

es conveniente que el asesoramiento no se limite a intervenciones puntuales,  que se 

lleve a cabo de forma ‘continua’ y ‘planificada’ y además incida en la propia actuación 

de las personas y familias afectadas.   Su objetivo  debe ser asegurar que éstas adopten 

una actitud o, por lo menos, un comportamiento adecuado con el fin de evitar, en la 

medida de lo posible, ‘problemas’ con la RGI.   

Tratándose pues de un texto con pretensión ‘formativa’ o ‘educativa’, he seleccionado 

los contenidos de modo que resalten los aspectos más relevantes y a la vez más 

prácticos de la RGI.  Por otra parte, he evitado - en la medida de lo posible – lenguaje y 

debate técnico.   El enfoque de la obra en la RGI – y no tanto en las demás prestaciones 

económicas que contempla el sistema vasco para inclusión -  se explica también  por 

ese motivo ‘didáctico’.   

El texto principal – dejando aparte los textos enmarcados que detallan determinados 

aspectos de la materia a tratar - está compuesto por varios capítulos cuyo orden de 

lectura debe respetarse: cada uno pretende aportar un elemento esencial – una pieza 

del puzle - que permita un conocimiento de las bases de la RGI y su funcionamiento.      

El primer capítulo está dedicado a los conceptos fundamentales del sistema: la Renta 

de Garantía de Ingresos como tal,  la unidad de  convivencia (UC) a la cual aquélla va 

destinada así como la vivienda como marco físico ocupado por el conjunto de las 

personas destinatarias. 

El segundo capítulo trata de los requisitos de acceso a la RGI. 

Tema del tercer capítulo son las obligaciones que tienen que cumplir las personas una 

vez perceptoras de la Renta de Garantía de Ingresos. 
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En el siguiente capítulo se desarrollan los aspectos económicos de la RGI: 

- por una parte, la determinación de los ingresos así como del patrimonio de la UC para 

el reconocimiento del derecho a la RGI 

-  y, por otra, la cuantía de RGI que pueda corresponder a la UC. 

El quinto capítulo enfoca en el proceso de solicitud y reconocimiento de la RGI.  

Finalmente,  el sexto y último capítulo trata de todo lo que podría pasar con la RGI 

después de su reconocimiento: su modificación,  revisión,   suspensión y extinción  así 

como la devolución de cantidades  indebidas.  

Cabe terminar esta introducción con una  advertencia.  Las reformas de la RGI que se 

avecinan obligarán sin duda a una revisión de este manual en un futuro próximo.   

A pesar de ello, la redacción actual mantendrá su vigencia como introducción a un 

sistema cuyos principios y estructura no quedarán afectados por las reformas 

planteadas.  Con eso no quiero decir que éstas vayan a provocar sólo cambios 

insignificantes.  Mi impresión es más bien lo contrario.  Lo que sí pretendo afirmar es 

que seguiremos  ‘jugando’ con las mismas ‘cartas’ y en gran medida con las mismas 

‘reglas de juego’.  

 

La normativa que regula la RGI 

La normativa que regula la RGI se encuentra en diversos textos legales.  Cito en primer lugar la 

Ley 18/2008, de 23 de diciembre, para la Garantía de Ingresos y para la Inclusión Social  

modificado por la Ley 4/2011, de 24 de noviembre, de modificación de la Ley para la Garantía de 

Ingresos y para la Inclusión Social.  Más importante – no en rango legal sino en relevancia 

práctica – es el Decreto 147/2010, de 25 de mayo, de la Renta de Garantía de Ingresos, que 

desarrolla la citada ley.  Dado que la redacción y publicación de dicho decreto es anterior a la 

modificación de la Ley 18/2008, de 23 de diciembre en 2011, hay que tomar en cuenta las 

modificaciones introducidas por la Ley 4/2011, de 24 de noviembre en lo que afecten a los 

artículos del Decreto 147/2010,de 25 de mayo. 

Determinados aspectos del Decreto 147/2010, de 25 de mayo quedan a su vez detallados y 

concretados por otros textos legales de rango inferior, a saber: 

-  Orden de 14 de febrero de 2001, del Consejero de Justicia, Trabajo y Seguridad Social, por la 

que se establecen los estímulos al empleo de los titulares de la Renta Básica y de los 

beneficiarios de las Ayudas de Emergencia Social   y 

-  Circular  1/2015,  sobre determinación de las condiciones del reintegro de prestaciones 

indebidamente percibidas 
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Finalmente existe un  documento – no un texto legal en sentido estricto -  en el que quedan 

plasmados los criterios  específicos de la administración competente para la tramitación y 

resolución de las solicitudes de RGI: “Criterios de LANBIDE en materia de Renta de Garantía de 

Ingresos” (publicado en 2017).   Son un conjunto de interpretaciones  que ‘complementan’ los 

textos legales, dando pautas más precisas para  su aplicación a casos concretos.   Ahora bien, la 

existencia de tal documento ha sido fuente de mucha polémica, especialmente por el hecho de 

no haber sido publicado antes.  De hecho, existen  dos ‘versiones’ anteriores – de 2012 y 2014 - 

dirigidas exclusivamente al personal de las oficinas de LANBIDE, es decir de uso estrictamente 

interno.  Tal como ha resaltado el Ararteko*, el uso sistemático – al margen de los textos legales 

- de unos criterios muchas veces determinantes para la resolución de las solicitudes 

presentadas, puede suponer una situación de indefensión especialmente cuando ni siquiera 

estén al alcance de la ciudadanía y eso independientemente de la legitimidad del contenido de 

los mismos.  En mi opinión, el problema todavía no está resuelto, puesto que la publicación del 

citado documento no garantiza que LANBIDE haya dejado de manejar criterios no directamente 

accesibles para las personas interesadas.  

Ahora bien,  el destacable papel de LANBIDE en la ‘regulación’ de la RGI no se limita a  

‘interpretar’ - a su manera - los textos legales: importante también es su modo de tramitar las 

solicitudes de RGI.  Pensamos por ejemplo en su sistema de citas,  en el tipo de documentos 

que nos pide, en la manera en la que registra la documentación aportada, en la forma de 

justificar sus decisiones, en los tiempos de respuesta a los recursos presentados etc.    

Todo eso merece ser  analizado  y valorado de cara a un conocimiento más completo del 

‘funcionamiento’ de la RGI en el País Vasco.      A tal efecto resulta imprescindible tener en 

cuenta las ‘reglas’ aplicables  al procedimiento administrativo, concretamente  la Ley 39/2015, de 

1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (entrada 

en vigor el 2 de octubre de 2016). 

*Como Institución defensora de los derechos de la ciudadanía en su relación con las administraciones 

públicas vascas, el Ararteko ha publicado hasta ahora dos informes-diagnóstico sobre la gestión de la 

RGI y de la PCV por LANBIDE. La lectura de esos informes es muy recomendable dado que los mismos 

reflejan directa y claramente el tipo de problemas que las personas solicitantes y perceptoras de la RGI 

han tenido y siguen teniendo con LANBIDE.  Además,  aportan criterios valiosos cuya aplicación 

supondría sin duda una mejora considerable tanto en el propio articulado de la legislación como en la 

‘interpretación’ de ésta dada por la administración competente.  Finalmente son una especie de 

‘radiografía’ de LANBIDE como entidad gestora de la RGI. 
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CAPITULO 1: CONCEPTOS BÁSICOS 

A. La Renta de Garantía de Ingresos 

La Renta de Garantía de Ingresos puede definirse de la siguiente forma: una  ayuda 

dineraria,  de carácter mensual,  destinada a la satisfacción de las necesidades 

básicas así como a la cobertura de los gastos relacionados con el proceso de inclusión 

socio-laboral de personas integradas en familias sin recursos suficientes.  

Desafortunadamente la normativa no da una definición más precisa de las 

‘necesidades básicas’ ni menciona todos los gastos que podrían estar vinculados a un 

proceso de inclusión social y/o laboral. 

La cuestión no es baladí ni teórica, puesto que, como veremos más adelante, una de 

las obligaciones de las personas perceptoras de la RGI es precisamente utilizar la ayuda 

sólo para tales fines. El incumplimiento de dicha obligación traerá como consecuencia 

la suspensión del derecho a la prestación.   

Aparte de su definición, cabe mencionar las principales características de la RGI: 

-  es un derecho (subjetivo) para todas aquellas personas que cumplan los requisitos: 

eso significa que una denegación no puede basarse en motivos económicos (falta de 

dinero) ni en consideraciones que no tengan que ver con el (in)cumplimiento de los 

requisitos  

-  se trata de un ‘último recurso’, es decir, el derecho sólo se reconoce  cuando las 

personas hayan hecho valer todos sus derechos económicos y a pesar de ello sigan 

careciendo de recursos suficientes    

-  la RGI no puede cederse – ni siquiera en parte - a personas ajenas a la unidad de 

convivencia (UC)  a la que va destinada  

-  no puede ser utilizada como ‘garantía’ 

-tampoco puede ser ‘embargada’, salvo en aquéllas situaciones previstas por las leyes* 

*El Artículo 607.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil determina que son INEMBARGABLES  los salarios y 

pensiones que no alcancen el Salario Mínimo Interprofesional (S.M.I.) – actualmente 708,50 EUROS 

MENSUALES (no incluida la parte proporcional de las pagas extraordinarias).Ahora bien, sí son 

embargables los siguientes porcentajes: 

<El 30 % de la cuantía que supere el S.M.I hasta alcanzar el doble de éste 

<El 50 % de la cuantía que supere el doble del S.M.I. hasta alcanzar el triple de éste (3 veces el 

S.M.I.)   

<El 60 % de la cuantía que supere el triple del S.M.I. hasta 4 veces éste  
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<El 75 % de la cuantía que supere el cuarto S.M.I. hasta el quinto    

<El 90 % de cualquier cuantía que supere el quíntuple del S.M.I (5 veces el S.M.I.). 

-  sí puede ser utilizada para pagar deudas con LANBIDE (pero sólo hasta el 30 % del 

importe total de las prestaciones que correspondan a la UC) 

-  la RGI se da para todas las personas miembros de la UC,  aunque la titularidad del 

derecho corresponde  sólo a una de ellas ** 

** La normativa prevé en determinados casos el cambio de titularidad (por ejemplo en caso de 

fallecimiento o ingreso definitivo de la persona titular en una residencia).  Situación distinta es cuando se 

considere conveniente ingresar el dinero en cuenta distinta de la del titular (para asegurar el uso 

adecuado del mismo). 

- la RGI puede ser complementada por otras prestaciones económicas previstas por el 

Sistema Vasco de Garantía de Ingresos e Inclusión social (ver más adelante).  

Existen 2 modalidades de R.G.I.: 

-  La Renta Básica para la Inclusión y la Protección Social, dirigida a las UC que no 

dispongan de ingresos  de trabajo   

-  La Renta Complementaria de  Ingresos de Trabajo, dirigida a complementar los 

ingresos de trabajo de las UC.  

 

Un poco de historia… 

La Renta de Garantía de Ingresos cumple casi 30 años, aunque en su comienzo tuvo otros 

nombres: Ingreso mínimo familiar (Decreto 39/89, de 28 de febrero, por el que se regula la 

concesión del Ingreso mínimo familiar) e Ingreso mínimo de Inserción (Ley 2/1990, de 3 de 

mayo, de Ingreso mínimo de Inserción).  Su creación formaba parte del Plan Integral de Lucha 

contra la Pobreza que el Gobierno Vasco lanzó en el año 1989 y que fue pionero en el Estado 

Español.  Se trataba de un plan extraordinario para ‘erradicar’ la pobreza detectada en la 

Comunidad Autónoma Vasca en un plazo máximo de 4 años.  Sin embargo, a  partir de 

mediados de los años 90  ya era evidente que la lucha contra la pobreza iba a ser de larga 

duración. La Ley 12/1998, de 22 de mayo, contra la exclusión partía claramente de la necesidad 

de desarrollar un modelo de lucha contra la exclusión social con vocación de permanecer en el 

tiempo.   

La citada norma define la exclusión social como la situación de cualquier persona con dificultad 

para acceder a los derechos sociales básicos - tales como el derecho al empleo, a la educación, 

a la salud etc.  La pobreza - entendida como “falta de recursos económicos” -  es tan sólo una  

de las caras más visibles de esa situación.   
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En cualquier caso, el acceso al trabajo es considerado clave en el proceso de inserción social y 

por eso la Ley 12/1998, de 22 de mayo aboga por vincular el Ingreso Mínimo de Inserción a un 

compromiso de participación en programas y acciones que faciliten dicho acceso. 

Podemos decir que hasta el día de hoy la legislación vasca relativa a la lucha contra la exclusión 

social no se ha desviado de su apuesta por la ´normalización’ de una prestación de carácter 

asistencial condicionada al cumplimiento de determinados requisitos y obligaciones, entre los 

cuales destacan el empadronamiento y la residencia efectiva en la Comunidad Autónoma Vasca, 

la escasez de recursos propios así como la disponibilidad para el trabajo.  

Ahora bien, con la última modificación de la Ley de Garantía de Ingresos y para la Inclusión 

Social en 2011,  las condiciones de acceso a la prestación han sido endurecidas, especialmente 

en relación con el empadronamiento y la residencia efectiva previa a la solicitud. De 1 año - 

como regla general  -  pasó a ser 3 años (con determinadas excepciones).  Como era previsible, 

dicha modificación ha tenido su mayor impacto (negativo) en la población extranjera e 

inmigrante. 

 

La Renta de Garantía de Ingresos es sin duda la ‘pieza clave’ de las prestaciones 

económicas que contempla el Sistema Vasco de Garantía de Ingresos e Inclusión social.   

No obstante, no cabe perder de vista dos ayudas complementarias: la Prestación 

Complementaria de Vivienda (PCV) y las Ayudas de Emergencia Social (AES). 

En cuanto a su naturaleza la Prestación Complementaria de Vivienda es bastante 

parecida a la de la RGI.  Sin embargo,  hay dos diferencias importantes: su finalidad y 

su carácter esencialmente complementario. 

La PCV sirve exclusivamente para ayudar a cubrir los gastos de alquiler, en cualquier 

modalidad de arrendamiento. 

Por otra parte, tal como indica su propio nombre,  la PCV complementa a la RGI, es 

decir, no es posible cobrar PCV sin cobrar RGI (no importa su cuantía). 

Las Ayudas de Emergencia Social, por su parte, se diferencian en bastantes aspectos 

de la RGI (y de la PCV): 

-  se solicitan y se tramitan en los Servicios Sociales del municipio donde la persona 

interesada esté empadronada y tenga su residencia habitual  

-  son muchas veces prestaciones ‘puntuales’, no periódicas 

- son, concretamente, para ayudar a hacer frente a gastos específicos relacionados 

con la vivienda (alquiler, consumo energético, agua, basura, mobiliario, equipos 

electrodomésticos, amortización de préstamo hipotecario, IBI) o con otras 
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necesidades básicas (asistencia sanitaria, ropa, educación y formación) no cubiertas 

por otros sistemas de protección social 

-  tienen la naturaleza de ‘subvención’ (no son un derecho en sentido estricto): se dan 

en función de la existencia de fondos (dinero disponible) y  desde luego dependiendo 

de la valoración que hagan los Servicios Sociales municipales.     

 

Resumen de  las relaciones entre la  RGI, la PCV y las AES 
 
a)  La RGI es independiente de la PCV y de las AES. 
 
     Además, puede ser complementada tanto por la PCV como por las AES, incluso de 
     forma conjunta. 
 
b)  La PCV es fundamentalmente complementaria a la RGI:  no se puede tener 
     derecho a la PCV sin tener derecho a la RGI.    
 
      Ahora bien, tener derecho a la RGI no implica necesariamente tener derecho a la 
      PCV.  Dada su naturaleza – cobertura de parte del gasto del alquiler de la 
      vivienda -  la PCV es incompatible con  la propiedad o el usufructo de una vivienda 
      libre o con la titularidad de una vivienda de protección oficial tanto en régimen de 
      propiedad como de alquiler. 
 
c)  Las AES son independientes de la RGI y de la PCV; se pueden cobrar sin tener 
     derecho a la RGI o a la PCV. 
 
     De hecho se accede mucho más rápidamente a las AES que a la RGI/PCV: 
     se exige tan sólo 6 meses de empadronamiento y residencia efectiva en cualquier 
     municipio de la CAV. 
 
     Las AES, sin embargo, son incompatibles con 
 
     - la RGI cuando estén destinadas a la cobertura del alquiler de la vivienda 
 
     - la PCV cuando estén destinadas a la cobertura de cualquier gasto relacionado 
       con la vivienda.     

 

Finalmente, cabe mencionar un rasgo destacable que comparten todas las 

prestaciones económicas del Sistema Vasco para la Garantía de Ingresos y para la 

Inclusión: no se destinan a personas individualmente consideradas sino a unidades de 

convivencia (UC) previamente determinadas.  
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Por lo tanto, es necesario que vayamos conociendo los diferentes tipos de unidades de 

convivencia que la normativa toma en consideración para el reconocimiento del 

derecho a dichas prestaciones.  Eso es el objetivo del siguiente apartado. 

B. Concepto de Unidad de Convivencia    

La normativa no da una definición general  de lo que debe entenderse por unidad de  

convivencia, se limita a distinguir unos tipos que además subdivide en 2 categorías: 

‘normales’ u ordinarias, por una parte, y ‘especiales’ por otra.    

El ‘denominador común’ de todas ellas es el hecho de que una persona deforma 

solitaria o varias personas de forma conjunta hacen frente a la cobertura de sus 

necesidades básicas, particularmente al gasto que suponga el alojamiento.  Esta 

‘puesta en común’ de recursos se presume en caso de tratarse de personas unidas por 

lazos de parentesco pero sólo hasta cierto grado y bajo determinadas condiciones.   

El sistema  por el que se delimita  las UC es fundamental: es lo que permite determinar 

no sólo los ingresos y el patrimonio de las personas a las que vaya destinada la RGI sino 

también la cuantía de la prestación que les pudiera corresponder (la cual depende 

lógicamente de la composición de la UC). 

A efectos prácticos basta con poder identificar los distintos tipos de UC que se 

enumeran a continuación: 

1.  Tipos ‘normales’ de unidades de convivencia  

a)  Personas que viven solas en una vivienda o alojamiento, quedando excluidas las 

personas que, aun viviendo solas, estén unidas a otras por matrimonio u otra forma de 

relación permanente  salvo en los siguientes casos: 

- personas en trámites judiciales de separación o divorcio (o baja del registro de 

parejas de hecho) 

- víctimas de violencia de género 

- personas reconocidas como refugiadas o en trámite de reconocimiento del estatuto 

de refugiado 

- personas inmigrantes 

b) Dos o más personas que viven juntas en una misma vivienda o alojamiento, unidas 

entre sí  

- por matrimonio u otra forma de relación permanente 

- por consanguinidad hasta el cuarto grado o afinidad hasta el segundo grado 
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- por adopción 

- por una relación de acogimiento familiar (permanente o pre-adoptivo) o de tutela 

c) Cada una de las personas titulares de un contrato de arrendamiento en cualquiera 

de sus modalidades que vive una misma vivienda o alojamiento con otras con las que 

no tiene  vínculos familiares. 

En tal caso tiene que haber, además, una situación demostrable de extrema necesidad 

(ingresos por debajo del 75 % de la RGI que pudiera corresponder suponiendo 

ausencia total de recursos junto a un informe en tal sentido hecho por los servicios 

sociales municipales). 

 

Los grados de parentesco       

a) Consanguinidad: 

Primer grado: madre/padre; hija/hijo  

Segundo grado: abuela/abuelo; hermana/hermano;  nieta/nieto 

Tercer grado: tía/tío; sobrina/sobrino; bisabuela/bisabuela; biznieta/biznieto 

Cuarto grado: prima/primo 

b) Afinidad: 

Primer grado: esposa/esposo; suegra/suegro;  nuera/yerno 

Segundo grado: cuñada/cuñado 

 

2.  Las UC especiales  

Se trata, en primer lugar,  de excepciones a la regla que determina que las personas 

que viven juntas en la misma vivienda o alojamiento  y están unidas por un vínculo 

familiar,  formen parte de la misma unidad de convivencia.  

Las siguientes personas se considerarán unidades de convivencia  independientes,  

aunque convivan con familiares:  

-  personas beneficiarias de pensiones contributivas o no contributivas de vejez, 

invalidez o viudedad, junto con su pareja y las personas que dependan 

económicamente de ellas  
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Las UC de pensionista se diferencian de las demás por el hecho de cobrar algo más RGI 

por el mismo número de miembros.   

- víctimas de maltrato doméstico junto  con los hijos e hijas que tuvieran 

- personas con menores a su cargo o mayores con un grado de discapacidad de al 

menos 45 % 

- persona solas que se hayan visto forzadas a abandonar  su vivienda por separación, 

divorcio, baja en el registro de parejas de hecho, u otra situación valorada por los 

Servicios Sociales de base. 

En segundo lugar,  se trata de UC constituidas por personas que, por su situación de 

extrema necesidad hayan sido acogidas por otra unidad de convivencia a condición de 

que:  

- la unidad acogedora disponga de recursos suficientes para hacer frente a sus propios 

gastos básicos; es decir no podrán ser perceptoras de la Renta de Garantía de Ingresos; 

- no exista vínculo familiar entre las personas acogidas y las demás personas miembros 

de la unidad acogedora; 

- la unidad acogedora  no reciba alquiler u otra contraprestación económica de las 

personas acogidas;  

- exista un informe de los servicios sociales que confirme la situación de extrema 

necesidad.  

Las UC especiales aquí mencionadas, salvo alguna excepción, tienen una duración 

máxima de 2 años. 

Ese límite en la duración es aplicable también a las UC compuestas por una sola 

persona, unida con otra persona por matrimonio o relación permanente parecida, 

que, además, se encuentre en alguna de las situaciones especiales arriba 

mencionadas  (cuya característica común es el carácter involuntario de la separación). 

Ahora bien, hay 2 excepciones: las UC compuestas por personas refugiadas o 

personas en tramitación de divorcio o separación no tendrán ese límite de duración. 

Al margen de todo lo anterior, cabe mencionar también las UC monoparentales. 

Son aquéllas que están constituidas por padre o madre junto con al menos un hijo o 

hija menor de edad a su cargo  y sin que exista matrimonio ni relación parecida (ni en 

el momento de la solicitud ni después).  

Dichas UC tienen derecho a un (modesto) complemento mensual de RGI. 
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C. Concepto de ‘vivienda’ o ‘alojamiento’ 

Al igual que ocurre en el caso del concepto ‘unidad de convivencia’, es necesario saber 

lo que la normativa entiende por ‘vivienda’ o ‘alojamiento’.   En realidad, ambos 

conceptos – ‘unidad de convivencia’ y ‘vivienda’ - están estrechamente relacionados, 

dado que es impensable que pueda haber una unidad de convivencia sin un marco 

físico ocupado por la misma.  Determinar las modalidades de dicho marco así como 

cuántas unidades de convivencia puede haber dentro del mismo, es lo que se propone 

explicar a continuación.   

La vivienda se define en la normativa como todo marco físico utilizado de forma 

habitual como residencia por una o más personas que pretenden convivir de forma 

independiente, es decir sin una autoridad o régimen común: 

a) Viviendas o alojamientos particulares ocupados por una única UC 

b) Viviendas o alojamientos particulares en régimen de alquiler en los que se hayan 

subarrendado una o varias partes 

c) Viviendas o alojamientos particulares en las que se da alojamiento en una o varias 

de sus partes mediante un contrato de hospedaje, de alquiler de habitaciones, o de un 

derecho de habitación 

d) Viviendas o alojamientos particulares en los que varias UC compartan un mismo 

alquiler, apareciendo todas ellas como coarrendatarias 

En todos los supuestos mencionados se entiende que existe una única vivienda o 

alojamiento, independientemente del número de UC que compartan ese marco físico 

y de la existencia o no de lazos familiares entre las mismas. 

En cuanto a dichas viviendas - particulares o individuales -, la normativa determina que 

sólo pueden darse un máximo de dos (2) RGI por cada una (aunque haya más UC que 

la ocupan).   

Asimismo podrán ser consideradas vivienda o alojamiento aquellas partes de los 

siguientes marcos físicos de residencia colectiva, cuando sean utilizadas de forma 

independiente por las UC: 

a) Establecimientos de alojamiento turístico u hotelero 

b) Centros de acogida temporal (sólo bajo determinadas condiciones) 

En tales casos, puede haber una (1) RGI por cada vivienda, es decir una por cada 

habitación que ofrezca el establecimiento o por cada ‘plaza’ de la que disponga el 

centro de acogida. 
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CAPITULO 2: REQUISITOS PARA ACCEDER A LA RGI 

La RGI es un derecho subjetivo pero no incondicional.  Su reconocimiento depende 

del complimiento de un número de requisitos.  Se requiere que los mismos se cumplan 

de forma conjunta.  Además,  son condiciones tanto para acceder al derecho como 

para poder mantenerlo una vez reconocido.  

Su naturaleza es bastante variada.  Unos tienen que ver con el motivo por la que se 

concede la RGI: la falta (objetiva) de recursos económicos. Otros con el ‘arraigo’ de las 

personas solicitantes o con su ‘actitud’ o ‘disposición’.  Hay también un criterio de 

‘edad’ pero, un tanto sorprendentemente – en el contexto europeo y español - no 

existe exclusión por la situación administrativa en la que se encuentre la persona 

(extranjera) interesada. En ello la RGI del Gobierno Vasco es bastante excepcional.  

Ahora bien, aunque en principio no importa si la persona solicitante tiene o no 

‘papeles’,  la situación irregular sí puede influir de forma indirecta en el 

reconocimiento o mantenimiento del derecho. 

Las personas en situación irregular tienen, por ejemplo, más dificultad para 

empadronarse (o mantener su empadronamiento) así como para demostrar su 

residencia efectiva (de hecho LANBIDE pone el listón cada vez más alto). En algunos 

casos tienen hasta dificultad para demostrar su identidad (ejemplo más recién: las 

personas argelinas en situación irregular a las cuales su Consulado se niega a renovar 

su pasaporte).      

1) Constituir una UC como mínimo con 1 año de antelación a la fecha de 

presentación de la solicitud,  salvo las  siguientes excepciones: 

- tener a su cargo a menores de edad 

- formar una nueva UC por matrimonio u otra forma de relación permanente parecida 

- formar una nueva UC por separación o por fallecimiento de una de las personas 

miembros de la pareja, siempre que la nueva unidad esté compuesta exclusivamente 

por personas de la UC anterior 

- formar una nueva UC por el fallecimiento de los padres, tutores o representantes 

legales o su  ingreso definitivo en un servicio residencial  o en un centro penitenciario  

- formar una nueva UC por haberse visto obligadas a abandonar el domicilio habitual 

por haber sido víctimas de maltrato doméstico 

- formar una nueva UC compuesta por una persona beneficiaria  de una pensión, su 

cónyuge o pareja así como las personas que dependan económicamente de ellas 
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-  formar una UC compuesta por las restantes personas miembros de la UC señalada en 

el supuesto anterior 

Cabe subrayar que la composición de la UC no queda afectada por cambios de 

domicilio, mientras la estructura de la misma se mantenga. 

Tampoco se altera la UC por entradas y salidas de algunos miembros de la familia.   

Lo determinante es que el núcleo no cambie. 

Por ejemplo, un matrimonio que nunca ha dejado de convivir - en uno o varios 

domicilios - junto con sus 2 hijos,  de los cuales uno se ha marchado hace 6 meses. 

En este caso, no hay impedimento para considerar un año de UC independiente en 

cuanto a ese matrimonio (cualquiera de las dos).  Sin embargo, quien haya salido  de la 

UC no podrá ser titular hasta que no lleve 1 año como UC independiente.   

Ahora bien, una vez titular de la RGI, ya no hace falta demostrar 1 año de UC.  

Por ejemplo, dos hermanos que siempre han convivido, uno de los cuales es titular de 

la RGI.  Éste decide en un determinado momento formar una UC aparte (se va a vivir 

solo en otro domicilio).  No tendrá problema para seguir cobrando la RGI mientras el 

hermano que se queda sí tendría que esperar 1 año  para poder acceder a su ‘propia’ 

RGI (después de haber cumplido 1 año de UC independiente).    

2) Estar empadronadas y tener residencia efectiva en el municipio en el que se 

solicita la prestación 

Debemos insistir en que ‘estar empadronado’ y ‘tener residencia efectiva’ no es lo 

mismo.  Aunque es cierto que el empadronamiento es la prueba ‘administrativa’ de 

que alguien vive en un determinado lugar - que tiene ahí su domicilio -, se trata en 

realidad de una presunción que admite prueba en contrario.   

En cualquier caso, LANBIDE exige que la residencia efectiva se demuestre 

independientemente del empadronamiento y su tendencia es de requerir cada vez más 

pruebas a tal efecto.  

Además,  no admite  discrepancia alguna entre el padrón y la residencia efectiva, es 

decir todas las personas que vivan efectivamente en el domicilio deben estar 

empadronadas en el mismo y, por otra parte, no puede haber personas empadronadas 

en el domicilio que no vivan realmente ahí. 

Son las personas que comparten el domicilio que deben hacer los trámites necesarios 

para asegurar que eso sea así, solicitando por ejemplo la baja en el padrón de alguien 

que ya no vive ahí. 
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LANBIDE tampoco tolera que aparezcan en el contrato de arrendamiento o 

subarriendo personas que no estén empadronadas en el domicilio o que no vivan 

realmente ahí.   

Las mencionadas  ‘contradicciones’ traen como consecuencia la denegación, 

suspensión o extinción del derecho a la RGI, no sólo por no cumplir el requisito de 

empadronamiento y residencia efectiva sino también por impedir que se conozca la 

composición de la UC.    

3) Haber estado empadronadas y haber tenido la residencia efectiva en cualquier 

municipio de la Comunidad Autónoma del País Vasco al menos con un año de 

antelación a la fecha de presentación de la solicitud. 

Si se cumple el periodo mínimo previo (1 año), pero no se llega a tres años de 

empadronamiento, se deberá demostrar al menos 5 años de actividad laboral 

remunerada, salvo aquellas personas que perciban una pensión pública o hayan sido 

víctimas de maltrato doméstico. 

Si no se cumple el periodo mínimo previo (de 1 o 3 año), deberán haber estado 

empadronadas y haber tenido la residencia efectiva en cualquier municipio de la CAE 

durante 5 años continuados en los diez inmediatamente anteriores. 

Uno de los puntos más discutibles es sin duda la  definición de la ‘residencia efectiva’.  

Bastantes solicitantes o perceptoras de la RGI han ido a los juzgados en relación con 

esa cuestión porque LANBIDE les había denegado, suspendido o extinguido el derecho 

por (ya) no cumplir el requisito de la residencia efectiva.    

Para LANBIDE se pierde la residencia efectiva – y como consecuencia el derecho a la 

RGI - con salidas del País Vasco que superen los 90 días. 

Una excepción a esa regla general la constituyen los traslados por motivos de trabajo 

que podrían durar hasta 12 meses sin implicar pérdida de residencia efectiva.  

4) No disponer de recursos suficientes: 

- tener unos ingresos mensuales por debajo de la cuantía mensual de la RGI que 

pudiera corresponder en función del número de personas miembros de la UC y del 

tipo de UC 

- no disponer de ningún bien inmueble, a excepción de 

a)  la vivienda habitual (no lujosa)  

b) el o los inmuebles donde se realiza la actividad por cuenta propia que constituya la 

fuente de ingresos de la UC 



 

 

 

20 

-  no disponer de bienes muebles (dinero, coche etc.) por un valor total que supere 4 

veces la cuantía anual de la RGI que pudiera corresponder en el supuesto de ausencia 

total de recursos 

5) Ser mayor de 23 años. 

Excepcionalmente también personas mayores de 18 años que se encuentren en alguna 

de las siguientes situaciones: 

- ser perceptoras de pensiones de invalidez 

- ser huérfanas de padre y de madre 

- tener económicamente a cargo a personas menores de edad o adultas que cuenten 

con una discapacidad superior al 45 % 

- haber sido víctimas de maltrato doméstico 

- estar unidas a otra persona por matrimonio u otra forma de relación permanente al 

menos seis meses antes de la solicitud 

6) No ser usuarias de una plaza en una residencia (pública) de carácter social o 

sanitario  

Sin embargo, el ingreso temporal en un centro sanitario – que no supere 12 meses 

continuados - no será un obstáculo para el reconocimiento o mantenimiento del 

derecho.  

7) No encontrarse en prisión 

No obstante, el derecho a la RGI puede reconocerse cuando la persona solicitante se 

beneficie del tercer grado. 

8) En el caso de disponer de ingresos de trabajo, no disfrutar de una reducción de 

jornada laboral (o situación comparable) salvo cuando no sea voluntaria. 

LANBIDE no acepta bajas voluntarias del trabajo durante el año inmediatamente 

anterior a la solicitud.  En caso de que la causa de extinción fuera el despido 

disciplinario, el efecto es en principio lo mismo, a menos que el despido haya sido 

reconocido como improcedente.   

LANBIDE hace la misma valoración cuando la baja voluntaria o el despido disciplinario 

se produzcan después del reconocimiento del derecho a la RGI. 

9) Hacer valer antes de finalizar el trámite de solicitud de la RGI todo derecho 

económico que le pudiera corresponder a la persona titular o a cualquiera de las 

personas miembros de la UC  
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Sin tratarse de un listado completo, se enumeran aquí los derechos más habituales a 

hacer valer: 

- prestaciones por desempleo: el “paro”, los subsidios por desempleo u otras ayudas 

contempladas para personas que se hayan quedado involuntariamente sin empleo 

- la pensión de alimentos o la pensión complementaria 

- herencias 

- indemnizaciones por extinción de contrato laboral (despido disciplinario, despido por 

causas objetivas, ‘fin de contrato’, desistimiento en el ámbito doméstico) 

-  viviendas en régimen de alquiler de Etxebide 

10) Tener firmado un Convenio de Inclusión (salvo en los casos que eso no sea  

obligatoria)  

Requisitos para acceder a la PCV y a las AES 

a) Prestación Complementaria de Vivienda: 

-  ser titular de la RGI (con todo lo que supone) 

-  tener que hacer frente a los gastos periódicos de alquiler de la vivienda habitual 

- estar inscrita o haber solicitado la inscripción como solicitante de vivienda de alquiler en el 

servicio de Etxebide (no exigible cuando  no se cumplan los requisitos a tal efecto)  

-  no existir vínculo familiar entre la persona arrendadora de la vivienda habitual y cualquiera 

de las personas que forman parte de la unidad de convivencia 

-   no disponer de una vivienda (libre) en propiedad o usufructo 

-   no disponer de una vivienda de protección pública en propiedad o en alquiler 

El número de PCV por alojamiento se rige por las mismas reglas aplicables a la RGI. 

b)  Ayudas de  Emergencia Social: 

- estar empadronada y tener la residencia efectiva en el municipio en el que se solicitan 

- haber estado empadronada y haber tenido la residencia efectiva en cualquier municipio de la 

CAV al menos durante los 6 meses inmediatamente anteriores a la fecha de solicitud 

- constituir una UC independiente durante un mínimo de 12 meses inmediatamente anteriores 

a la fecha solicitud (con las mismas excepciones contempladas para la RGI) 
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-  tener 18 años (salvo excepciones) 

-  cuando las AES se soliciten para la cobertura del gasto de alquiler: no tener derecho a la RGI 

Como es previsible, el acceso a las AES está también condicionado a que la UC solicitante no 

supere determinados límites de ingresos y/o patrimonio (de hecho, comparables a los que 

valen para la RGI/PCV).  

Finalmente, el número máximo de AES por vivienda individual es de 2. 
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CAPITULO 3: OBLIGACIONES DE LAS PERSONAS PERCEPTORAS DE RGI 

A.  Diferencia entre Requisitos y Obligaciones 

Los requisitos son las condiciones de acceso a la titularidad del derecho, las que tienen 

que cumplirse en el momento de la solicitud o en todo caso antes de la resolución. 

En cambio, las obligaciones tienen que cumplirse a partir del momento del 

reconocimiento del derecho  y en principio durante todo el periodo que se mantenga 

Una segunda diferencia consiste en que los requisitos tienen un carácter objetivo  

(tener o no tener un determinado nivel de ingresos, una determinada edad,  un 

determinado tiempo de empadronamiento etc.), mientras las obligaciones tienen un 

carácter subjetivo (depende de mi voluntad cumplir o no cumplirlas; su cumplimiento 

o incumplimiento  es muestra de una actitud ‘responsable’ o ‘irresponsable’).  Éstas 

últimas  son fundamentalmente deberes (por ejemplo: estar disponible para el trabajo,  

administrar bien mis recursos,  hacer valer todos los derechos económicos que 

pudieran corresponderme etc.). 

Ahora bien,  la diferencia no es siempre tan clara como parece: por una parte,  el 

cumplimiento de los requisitos o condiciones de acceso debe mantenerse  para que el 

derecho, una vez reconocido, no se pierda.   

Por otra parte, algunos requisitos de acceso también pueden considerarse deberes u 

obligaciones:   

-  Hacer valer con carácter previo a la finalización de la instrucción del expediente todo 

derecho o prestación de contenido económico que le pudiera corresponder a la persona 

titular o a cualquier de las personas miembros de la unidad de convivencia 

- En el caso de disponer de ingresos de trabajo, no disfrutar de una reducción de 

jornada laboral o situación análoga 

-  Tener firmado un Convenio de Inclusión 

LANBIDE ha elaborado un extenso y detallado Documento por el que se informa de la 

Obligación de hacer valer sus derechos publicado en sus Criterios de 2017.  Dicho 

documento – firmado - debe acompañar a cualquier solicitud de la RGI.  De ese modo 

la persona solicitante se compromete a solicitar o reclamar los derechos económicos 

que le correspondan.   El incumplimiento de esa obligación es sancionada con la ‘pena’ 

máxima: extinción de la RGI más 1 año de no poder volver a solicitarla (calculado a 

partir de la fecha de la resolución de extinción). 

Es lamentable que el documento en cuestión esté redactado en un lenguaje 

demasiado técnico-jurídico para poder ser entendido por todos y todas. 
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B.  Categorías de obligaciones 

Podríamos distinguirse 2  bloques en las obligaciones de las personas perceptoras de 

la RGI: 

a) deber de colaboración con la administración  (en sentido amplio) el cual incluye:   

-  el deber de comunicar en el plazo máximo de 15 días naturales cualquier dato 

relevante que pudiera afectar al derecho o su modificación, concretamente cambios 

en relación con la composición de la unidad de convivencia, la residencia habitual o el 

nivel de recursos que hayan servido de base para el cálculo de la prestación  

-  el deber de comparecer ante la Administración y colaborar con la misma cuando sea 

requerida  

- reintegrar el importe de las prestaciones indebidamente percibidas o percibidas en 

cuantía indebida  

-  cumplir el Convenio de Inclusión firmado (cuando sea de aplicación). 

b)  deber de respetar la finalidad de la prestación: 

La finalidad de la prestación es proporcionar medios económicos a la ciudadanía que 

por motivos ajenos a su voluntad deje de disponer de recursos suficientes para hacer 

frente a los gastos de su sostenimiento personal y  el de su unidad de convivencia así 

como de su proceso de inserción social y /o laboral.  Implica una actitud responsable  

que posibilite la salida – tan pronto que sea  posible - de una situación de dependencia 

de los fondos públicos  (‘asistencia pública’)  y  a evitar, en cualquier caso,  un 

agravamiento de su situación: 

- aplicar las prestaciones para la cobertura de las necesidades básicas 

- hacer valer todos los derechos económicos que correspondan 

- administrar bien sus recursos 

- garantizar la escolarización de los menores de edad a su cargo  

- no dedicarse a la mendicidad  

- mantenerse disponibles para el mercado laboral  

- no perder o reducir el empleo de forma voluntaria  

-cumplir las especificidades del convenio de Inclusión  
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¿Quiénes tienen que estar disponibles para el mercado laboral? 

Todos los miembros de la UC en edad laboral – entre 16 años y la edad de jubilación - tienen 

que estar disponibles para el empleo excepto:  

Personas que tengan una pensión de invalidez absoluta o gran invalidez 

Personas con un grado de discapacidad o minusvalía por encima del 65 %  

Personas menores de 23 años que cursen estudios reglados 

Personas que a juicio de LANBIDE no se encuentren en situación de incorporarse al mercado 

laboral a corto o medio plazo 

Las mismas personas o grupos de personas no estarán obligadas a firmar un Convenio de 

Inclusión. 
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CAPITULO 4: ASPECTOS ECONÓMICOS 

A. Determinación de los recursos 

1. Aspectos globales 

Para la determinación de los recursos de la UC, se tomará en cuenta el conjunto de 

recursos, tanto los rendimientos (= ingresos regulares e irregulares) como el 

patrimonio (= bienes muebles e inmuebles),  no sólo de la persona solicitante sino 

también de las demás personas que pertenezcan a aquélla. 

2.  Determinación de los rendimientos 

a)  Los tipos de rendimientos que se incluyen  

Como referencia se toma la totalidad de dichos rendimientos en el mes en que se 

presenta la solicitud (salvo que se trate de ingresos que varían  considerablemente a 

lo largo del año o han sido ‘puntuales’)   

En el cómputo de los rendimientos se incluyen: 

1) los rendimientos del trabajo por cuenta propia o ajena 

2) las pensiones y  las prestaciones de la Seguridad  

3) los rendimientos del patrimonio (por ejemplo alquileres, intereses por dinero en 

cuentas bancarias, dividendos etc.) 

4) la pensión de alimentos y la pensión compensatoria 

5) los premios 

6) los ingresos atípicos  

La normativa no da una definición de lo que debe entenderse como ‘ingreso atípico’ 

pero del listado (no cerrado) de ingresos que se consideran atípicos se desprende que 

se trata de ingresos no regulares u obtenidos de modo excepcional por cualquiera de 

las personas miembros de la unidad de convivencia: 

-  indemnizaciones de cualquier naturaleza 

- atrasos (en el cobro de la pensión de alimentos o la pensión compensatoria)  

-  herencias y legados 

-  donaciones 

-  recursos generados por venta de patrimonio 
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Los premios y los  ingresos atípicos  se computan como ingresos mensuales durante los 

sesenta meses siguientes a la fecha en que se pudo disponer de ellos, (cantidad total 

dividida por sesenta).   

b) Los tipos de  ingresos que no son computables   

1) Las prestaciones familiares por hijo o hija a cargo menor de 18 años o que siendo 

mayor de dicha edad, está afectado o afectada por alguna discapacidad 

2) Las prestaciones, de carácter periódico o no, cuyo objeto sea el acceso de las 

personas miembros de la unidad de convivencia a la educación, la formación 

profesional, la sanidad, la vivienda, el transporte o la cobertura de situaciones de 

emergencia social o de atención a personas dependientes 

En todo caso no se computarán: 

- las becas para la educación o la formación, salvo que en dichas becas estuviera 

incluida la manutención de las personas beneficiarias 

- las ayudas técnicas 

- las becas-comedor y becas de transporte 

- las ayudas para el acceso a la rehabilitación de la vivienda habitual 

- el subsidio de movilidad y gastos de transporte de personas con discapacidad 

- el subsidio por ayuda de terceras personas 

- las ayudas de emergencia social  

- las ayudas para la integración social de personas en situación de riesgo 

- las ayudas para el acogimiento de personas menores de edad en situación de 

desprotección  

- la prestación económica vinculada al servicio, prestación económica para asistente 

personal y prestación económica para cuidados en el entorno familiar y apoyo a 

cuidadores no profesionales (Ley 39/2006, de 14 de noviembre, de Promoción de la 

Autonomía Personal y Atención a las Personas en Situación de Dependencia) 

3) Prestaciones económicas para mujeres víctimas de violencia de género 

4) Las cantidades efectivas que se destinen a pensión de alimentos o a pensión 

compensatoria, en el caso de la persona obligada a abonar dicha pensión 

5) Las cantidades percibidas por contratos de subarriendo, siempre que la suma de las 

cantidades percibidas  no supere la cuantía a pagar por el alquiler de la vivienda 
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6) Los ingresos por capitalización del desempleo 

7) La parte de los ingresos atípicos que se invierta en la vivienda habitual (no lujosa) 

8) En el caso de la Renta Complementaria de  Ingresos de Trabajo, y con el fin de 

reforzar el estímulo al empleo, quedarán además excluidos del cómputo de los 

recursos disponibles, determinados porcentajes de ingresos procedentes del trabajo por 

cuenta propia o ajena correspondiente a la persona solicitante o a otras personas 

miembros de su unidad de convivencia. 

Dicho estímulo tiene carácter temporal (normalmente 3 años) y es un derecho de cada 

miembro de la UC en edad laboral. Es decir, cada persona beneficiaria tiene derecho a 

agotar sus 3 años de estímulos. 

Los porcentajes a excluir del cómputo de ingresos en concepto de estímulo al empleo 

quedan recogidos en la Orden de 14 de febrero de 2001, del Consejero de Justicia, 

Trabajo y Seguridad Social, por la que se establecen los estímulos al empleo de los 

titulares de la Renta Básica y de los beneficiarios de las Ayudas de Emergencia Social. 

La fórmula que se utiliza para calcular el porcentaje es bastante complicada. En la 

práctica su aplicación significa que  aproximadamente los primeros 300 euros que se 

ganen en concepto de salario NO se toman en cuenta para determinar los 

rendimientos de la UC. 

Cabe resaltar que el porcentaje se aplica a los ingresos totales de la UC.  Eso implica 

que, si en la misma UC hay dos personas con derecho a estímulos, el importe 

‘descontado’  NO se multiplica por 2, sino es exactamente igual al que se descontaría 

en caso de existir una sola persona con derecho a estímulos en la UC. 

 

Valoración de los rendimientos de trabajo mensuales (cuenta ajena) 

LANBIDE valora los ingresos mensuales por trabajo de la siguiente forma: de la nómina hay que 

coger la base de cotización y descontarle a esa cantidad las deducciones que aparezcan, 

normalmente IRPF y cotizaciones por los distintos conceptos. 

Sin embargo, en caso de que se esté aplicando un embargo sobre la nómina – lo cual aparecerá 

también como una deducción -  dicha parte NO PUEDE DESCONTARSE. 

LANBIDE considera que la RGI no sirve para pagar deudas, por lo tanto no permite que 

esa parte quede fuera del cómputo (cálculo) de los ingresos. 
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3. Determinación del patrimonio  

El patrimonio de la UC incluirá tanto los bienes muebles (dinero en el banco, títulos 

de valor, coches, joyas etc.) como los inmuebles sobre los que se tiene un derecho de 

propiedad, posesión o usufructo. 

a) el patrimonio mueble 

En 2018 el patrimonio mueble máximo permitido es de: 

-  UC individual normal:                          33.264,00  euros 

-  UC individual pensionista:                   37.800,48  euros 

-  UC 2 personas normal:                        42.714,24  euros 

-  UC 2 personas  pensionista:                 47.250,24 euros 

-  UC  3 personas o más:                         47.250,24 euros 

-  UC  3 personas o más pensionista:      51.030,24 euros 

Fuente: página web LANBIDE  

b) Bienes inmuebles 

Para acceder a la RGI, ni la persona titular ni cualquier otro miembro de la UC deberá 

tener en propiedad bien inmueble alguno, excepto: 

- la vivienda habitual (salvo cuando esta última tenga un valor excepcional) 

- los inmuebles o partes de inmuebles que constituyan el lugar donde la UC 

desarrolla  actividades por cuenta propia. 

En este último caso,  sin embargo,  la ‘excepción’ debe entenderse en el sentido de 

que tales inmuebles -o partes de inmuebles - son tratados y valorados como si fueran 

bienes muebles,  descontando de su valor catastral total un importe de 24000 euros.  

En cuanto a los  bienes inmuebles en los que no se cuente con la totalidad de la 

propiedad éstos son tratados y valorados como patrimonio mueble, considerando 

únicamente la parte proporcional de su valor catastral.  

Finalmente, la normativa prevé reglas de valoración específicas en caso de tener 

limitado el disfrute de bienes en propiedad por situaciones de usufructo o derecho real 

de uso o habitación. 
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B.  Cuantía de la prestación a percibir 

1.  En el caso de la Renta Básica para la Inclusión y la Protección Social 

1)  UC normal 

- para las UC unipersonales      (644,49 euros mensuales)  

- para las UC de 2 personas   (827,59 euros mensuales) 

- para las UC de 3 o más personas  (915,47 euros mensuales) 

 2) UC pensionista 

-  para las UC unipersonales  (732,38 euros mensuales) 

-  para las UC de 2 personas  (915,47 euros mensuales) 

-  para las UC de 3 o más personas  (988,71 euros mensuales) 

3) UC monoparental   

En el caso de UC monoparentales,  la prestación se complementa por un subsidio 

mensual,  llamado  “Subsidio Unidad Monoparental” (S.U.M.).  Así en 2018 la cuantía 

máxima de RGI para una UC monoparental de 2 personas asciende a 877,99 euros 

mensuales y para una UC monoparental de 3 personas o más a  998,52 euros 

mensuales. 

 

2.  En caso de la Renta Complementaria de Ingresos de Trabajo 

-  para UC unipersonales:   644,49 euros mensuales 

-  para UC de 2 personas    827,59 euros mensuales 

-  para UC de 3 o más personas  915,47 euros mensuales 

Se trata de las cuantías máximas mensuales de la RGI para el AÑO 2018.  A estas 

cuantías se les sigue aplicando provisionalmente la reducción de 7 % aprobada en la 

Ley General de Presupuestos para el 2012 (los importes señalados son el resultado de 

la aplicación de dicha reducción). 

Contrariamente a la normativa, el Gobierno Vasco decidió NO ajustar las cuantías de 

RGI al aumento del S.M.I. en 2018 (735,90 x 14 pagas por año). 
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Cuantía de la Prestación Complementaria de Vivienda 

La cuantía máxima de PCV es 250 euros mensuales, independientemente de la modalidad de 

alojamiento (casa particular o alojamiento colectivo) o de arrendamiento (subarriendo, 

coarriendo, hospedaje o alquiler de habitaciones).   

En cualquier caso,  el importe de la prestación quedará  limitado al gasto real que suponga el 

alquiler de la vivienda. 
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CAPITULO 5: PROCESO DE SOLICITUD Y RECONOCIMIENTO DE LA RGI 

A. Principios generales de los procedimientos administrativos  

Una parte importante de la normativa relativa a la RGI tiene que ver con la relación 

entre la administración competente – LANBIDE -  y las personas solicitantes o 

perceptoras.   Dicha relación debe ajustarse a unas reglas que permitan el ‘correcto’ 

desarrollo de los trámites.  

Éstas están recogidas en una ley a nivel estatal, concretamente la Ley39/2015, de 1 de 

octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (en 

vigor desde el 2 de octubre de 2016).  Uno de los principios generales plasmado en 

dicha normativa es que las autoridades y empleados públicos están obligados a 

facilitar a la ciudadanía el ejercicio de sus derechos así como el cumplimiento de sus 

obligaciones.   

Concretamente en relación con los trámites administrativos la ciudadanía puede hacer 

valer -  entre otros - los siguientes derechos:   

1) A conocer en cualquier momento  el estado de la tramitación de los procedimientos 

(en los que tengan la condición de interesados).  

2) A conocer el sentido del silencio administrativo (en caso de que la administración no 

resuelva en plazo), es decir sí éste debe interpretarse como una respuesta ‘favorable’ o 

‘no favorable’. 

3) A acceder y a obtener copia de los documentos contenidos en los procedimientos. 

4) A no presentar documentos originales, salvo que, de manera excepcional, la 

normativa aplicable estableciera lo contrario.  En tal caso, se tendrá derecho a obtener 

una copia autenticada de éste. 

5) A no presentar datos y documentos no exigidos por las normas aplicables al 

procedimiento de que se trate o que ya se encuentren en manos de la administración  

6) A formular alegaciones y a aportar documentos en cualquier fase del procedimiento 

anterior a la resolución, que deberán ser tenidos en cuenta.  

7) A actuar asistidos de asesor en defensa de sus intereses. 

Además, cabe destacar:  

- que la administración competente tiene que resolver todas las cuestiones planteadas 

por las ciudadanía; 
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- que lo tiene que hacer basándose en razones (motivos) ajustadas a la normativa 

aplicable y 

- indicando los  recursos que puedan interponerse en contra de sus resoluciones 

(decisiones) así como la forma de hacerlo.  

Por otra parte,  no debemos olvidar que las personas interesadas también tenemos 

‘obligaciones’,  especialmente en relación con los requerimientos de información y/o 

documentación que la administración nos mande así como con el plazo que nos dé 

para responder a los mismos.   No colaborar con la administración o hacerlo 

demasiado tarde hará que la administración nos tenga como ‘desistidas’ del 

procedimiento, es decir, como ya no interesadas en continuar con ello.  El resultado es 

el archivo de nuestra solicitud.    

Los plazos más habituales tienen que ver con:  

1) trámites de requerimiento de documentación complementaria para subsanar el 

expediente: 10 días hábiles a partir del día siguiente al de la notificación de la 

comunicación; 

2) trámites de audiencia para permitirnos presentar argumentos (alegaciones) y  

documentos en defensa de nuestros intereses antes de que la administración tome 

una decisión que nos afecta: normalmente 10 días hábiles  a partir de la notificación, 

aunque en determinados casos podría ser más (concretamente en el procedimiento de 

reintegro o devolución de cantidades indebidas: 1 mes de plazo para presentar 

alegaciones y documentos). 

3) resoluciones que la administración ha dictado y contra las cuales caben varios tipos 

de recursos: 

  -  recursos administrativos (de reposición o de alzada): 1 mes a partir de la 

notificación de aquéllas 

   -  recurso en el juzgado del contencioso – administrativo: 2 meses a partir de la 

notificación de la resolución por la que deniega la solicitud o se desestima el recurso 

administrativo de reposición o de alzada 

En el caso de un silencio administrativo negativo (= situación en la que podemos 

suponer que la administración haya denegado dado  el tiempo que ha pasado desde la 

presentación de la solicitud o del recurso sin tener respuesta) los plazos son más 

amplios: 6 meses desde que se produzca dicho silencio. 

El tema de los plazos nos lleva naturalmente a otro: él de la notificación de las 

comunicaciones y decisiones de la  administración.  Tradicionalmente dicha 

notificación – necesaria para que el acto administrativo tenga efecto – se ha realizado 
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en el domicilio del interesado.  La tendencia, sin embargo, es que ahora ésta se 

realizará cada vez más con medios electrónicos.   En los casos en los que  todavía es 

posible notificar en el domicilio, debe tenerse en cuenta las siguientes reglas: cuando 

la persona interesada no estuviera presente en el momento de la entrega de la 

notificación,  cualquier persona mayor de catorce años que se encuentre en el 

domicilio y haga constar su identidad,  podría hacerse cargo de la misma.  Si nadie se 

hiciera cargo de la notificación,  se hará constar esta circunstancia en el expediente, 

junto con el día y la hora en que se intentó la notificación, intento que se repetirá por 

una sola vez y en una hora distinta – dejando al menos un margen de diferencia de tres 

horas - dentro de los tres días siguientes.   

Si el segundo intento también fallara, la notificación se hará por medio de un anuncio 

publicado en el “Boletín Oficial del Estado”.  Asimismo,  las Administraciones podrán 

publicar un anuncio en el boletín oficial de la Comunidad Autónoma o de la Provincia, 

en el tablón de edictos del Ayuntamiento del último domicilio del interesado o del 

Consulado o Sección Consular de la Embajada correspondiente.  

B. Solicitud y reconocimiento del derecho a la RGI/PCV 

El proceso de reconocimiento de la RGI se inicia con una solicitud presentada por la 

persona interesada ante LANBIDE, administración que tiene la obligación de facilitar a 

las personas solicitantes toda la información y orientación que necesiten para la 

tramitación de su expediente.  

La solicitud debe presentarse según el modelo normalizado – puesto a disposición por 

LANBIDE -  e ir acompañada de la documentación necesaria para acreditar el 

cumplimiento de cada uno de los requisitos en la forma que sea.    

 

Documentación que tiene que acompañar la solicitud de la RGI:  

a) Fotocopia del documento de identidad  -  D.N.I. ,  Tarjeta de residencia, pasaporteen 

vigor - de la persona solicitante y de las demás personas miembros de la UC de edad igual 

o superior a 14 años 

b) Fotocopia del libro de familia correspondiente o, en su caso, de los documentos que 

demuestren la guarda y custodia o la tutela 

c) En su caso, prueba de alguna(s) de  las siguientes situaciones: 

-  condición de persona refugiada  con documento de identidad 

-  condición de demandante de asilo  con documento que acredite la admisión a trámite 

-  condición de persona con derecho a la protección subsidiaria con documento de identidad u 

otra documentación que demuestre el reconocimiento de tal condición  
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-  condición de apátrida con tarjeta correspondiente 

-  existencia de malos tratos  con fotocopia de la resolución judicial o informe del Ministerio Fiscal 

que indique la existencia de indicios de que la denunciante es víctima de violencia de género en 

tanto que se dicta la Orden de protección 

- pareja de hecho registrada con certificación del Registro de parejas de Hecho 

 

- convivencia de hecho sin inscripción  con declaración jurada de las personas miembros de la 

pareja   

-  separación, divorcio o nulidad matrimonial con fotocopia de la correspondiente 

resolución/sentencia,  certificado del registro (de parejas de hecho) o declaración jurada  

- situación de orfandad absoluta con una edad comprendida entre 18 y 23 años con la 

documentación correspondiente  

 

d) documento que demuestre una de las modalidades de alojamiento contempladas en la 

normativa: 

-  alojamiento turístico (factura) 

-  centro de acogida (certificado de residencia) 

- contrato de arrendamiento,  de subarriendo, de coarriendo, de hospedaje o de alquiler de 

habitaciones en vigor, acompañados de los correspondientes recibos 

e) declaración jurada de ingresos o rendimientos obtenidos en el mes de presentación de 

la solicitud, así como del patrimonio de todas las personas miembros de la UC 

A esta declaración se adjuntarán: 

-  certificados bancarios  relativos al estado de cuentas y títulos bancarios 

-  en el caso de disponer de bienes inmuebles: certificado de bienes inmuebles expedido por el 

registro de propiedad o último recibo del Impuesto sobre Bienes Inmuebles de naturaleza urbana 

o rústica 

- en el caso de personas trabajadoras por cuenta ajena, fotocopia de la última nómina mensual y, 

en su caso, del contrato de trabajo 

- en el caso de pensionistas, fotocopia del recibo de la última pensión o certificado del INSS de 

pensión actualizada 

- en el caso de personas desempleadas con prestación o subsidio de desempleo, fotocopia del 

recibo del último pago de prestación o subsidio o certificado del SEPE de prestación o subsidio 

actualizados 
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- en el caso de otras prestaciones periódicas, fotocopia del recibo del último pago, convenio 

regulador o resolución correspondiente- en el caso de personas empresarias o profesionales, 

copia de la última declaración del IRPF 

 

f)   Convenio de Inclusión o preacuerdo (cuando sea de aplicación)  

g) Cualquier otro documento que la administración considere necesario a fin de probar el 

cumplimiento de los requisitos. 

Últimamente  LANBIDE obliga a las personas solicitantes de la RGI  a firmar un 

documento por el que se comprometen a hacer valer una serie de derechos económicos.   

Asimismo debe tomarse en cuenta la documentación específica para la Prestación 

Complementaria de Vivienda (evidentemente sólo en caso de solicitarla) : 

-  documentos que demuestren los gastos de vivienda o alojamiento habitual (contrato 

correspondiente, recibos) 

- declaración jurada sobre no tener vínculos familiares con la persona arrendadora de la vivienda 

o alojamiento o con cualquiera de las personas miembros de su UC   

- documentación que demuestre estar inscrito o haber solicitado su inscripción como solicitante 

de vivienda de alquiler en Etxebide (cuando sea exigible) 

- declaración jurada de no disponer de vivienda en propiedad o usufructo 

- declaración jurada de no disponer de vivienda de protección pública  bien en alquiler  bien en 

propiedad   

-  la solicitud o la concesión o denegación de cualquier prestación económica con la misma 

finalidad que la PCV  (en su caso) 

Como es lógico, para la tramitación de la PCV no se exigirá la presentación de documentos que 

ya hayan sido aportados para la tramitación de la RGI. 

 

LANBIDE podrá pedir cuantos datos e informes sean necesarios a otras instituciones 

públicas o entidades privadas o a la propia persona solicitante pero debe limitarse a 

aquellos que resulten imprescindibles para la comprobación del cumplimiento de los 

requisitos. 

Lo hará especialmente en el caso de que detecte errores o contradicciones en la 

solicitud, o en el supuesto de que ésta resulte incompleta. 

En todo caso, la persona solicitante dispondrá de un plazo de diez días hábiles para 

subsanar o completar la solicitud en el sentido requerido por LANBIDE y, si no lo 

hiciera, se le tendrá por desistida de su solicitud. 
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La entrega o presentación de documentación siempre puede realizarse en ZUZENEAN  

(= la atención directa a la ciudadanía en las delegaciones del Gobierno Vasco situadas 

en las capitales de los territorios históricos).  A través de ZUZENEAN le llega 

posteriormente a LANBIDE.  

Otra cuestión fundamental. Siempre que se registre una entrega de papeles en 

cualquier registro de la Administración, hay que conseguir que o bien nos sellen un 

duplicado de todo lo que entreguemos o bien nos faciliten un certificado de registro de 

los documentos entregados donde se detallan todos ellos.  Los  registros de tipo 

genérico -  “entrega de documentación para X”, son muy poco eficaces y  generan 

muchos y graves problemas a la hora de tener que justificar el número y tipo de 

documentos que hayamos entregado en su momento. Desde luego,  nos dejan 

completamente indefensos/as frente a la posible pérdida de documentación. 

En el caso de que la persona solicitante o las personas miembros de su UC no hubiesen 

hecho valer todos sus derechos económicos (por ejemplo  el derecho a alimentos), 

LANBIDE requerirá de la persona solicitante que haga valer su(s) derechos antes de que 

termine el proceso de solicitud. 

El incumplimiento de dicha obligación por parte de la persona solicitante causará el 

archivo del expediente sin más trámite. 

En principio LANBIDE tiene 2 meses para resolver nuestra solicitud de RGI / PCV.  Sin 

embargo, puede ser más cuando es por falta de documentación que deberíamos haber 

presentado desde el principio.  En cambio, cuando el retraso no es culpa de la persona 

solicitante, la solicitud, una vez pasados dos meses desde su presentación, puede 

considerarse aprobada.  Eso es lo que dice la ley: en tal caso el silencio administrativo 

opera en sentido positivo. Ahora bien, sería conveniente en cualquier caso solicitar 

una certificación de la administración que confirme lo que la ley nos permite  presumir.   

Cualquier que sea el retraso en resolver la persona solicitante tendrá derecho a cobrar 

la RGI, en cualquiera de sus modalidades, a partir del día siguiente al de la fecha de 

presentación de su solicitud. 

 

Certificado de bienes y de estado civil 

Las personas solicitantes (o en su caso, perceptoras) de RGI tienen que aportar el certificado de 

estado civil y de bienes (inmuebles) de su país de origen.  Dadas las dificultades que 

generalmente existen para conseguirlos, LANBIDE admite provisionalmente una declaración 

jurada con la condición de que en un plazo de 6 meses se aporten las certificaciones 

correspondientes. 



 

 

 

38 

Además, para que dichas certificaciones tengan validez, hace falta que cumplan determinados 

criterios: 

- estar debidamente legalizados, bien mediante la Apostilla de la Haya – cuando el país de 

origen es un estado firmante del Convenio de la Haya de 5 de octubre de 1961 – bien por la vía 

diplomática (sellado por Ministerio de Asuntos Exteriores del país de origen y después por el 

Consulado Español; 

- estar acompañados por una traducción jurada (oficial).  

Aparte de eso, LANBIDE puede exigir que los documentos a aportar hayan sido expedidos por 

un organismo u  autoridad competente en el país de origen. 
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CAPITULO 6: MODIFICACIÓN, REVISIÓN, SUSPENSIÓN Y EXTINCIÓN DEL 

DERECHO.  LA DEVOLUCIÓN DE CANTIDADES INDEBIDAS 

A. Duración de la prestación  

El  derecho a la RGI se mantendrá por un periodo renovable de 2 años 

- mientras no desaparezcan las causas que motivaron su reconocimiento 

- se cumplan las condiciones económicas o de otra naturaleza exigidas para el acceso a 

la prestación y  

- se cumplan las obligaciones por parte de las personas perceptoras. 

En la práctica la RGI podría cobrarse indefinidamente mientras no haya motivo para 

suspender o extinguir el derecho. 

B.  Modificación (de la cuantía de RGI) 

 Serán causas de modificación de la cuantía de RGI: 

- la modificación del número de miembros de la UC  

- la modificación de los recursos que hayan servido de base para el cálculo de la 

prestación 

- cuando una persona titular de la RGI pase a ser pensionista 

LANBIDE procederá con carácter automático a la modificación de las cuantías de RGI 

cuando aquélla se debe a cambios de carácter general. 

Las modificaciones tienen efecto a partir del primer día del mes siguiente a la fecha en 

la que se produzcan los hechos que motivan las mismas. 

C.  Revisión 

La normativa concede a LANBIDE - Servicio Vasco de Empleo amplísimas facultades 

para revisar los expedientes - una vez resueltas -  con el fin de comprobar si se 

mantienen las causas que motivaron el reconocimiento.  

Dichas revisiones no tienen que estar basadas necesariamente en nuevos hechos que 

hayan surgido o nuevos datos que hayan podido llegar al conocimiento de LANBIDE. 

Para facilitar su labor de revisión y supervisión,  LANBIDE – Servicio Vasco de Empleo 

podrá recurrir a otras administraciones públicas con el fin de obtener los datos e 

informes que resulten necesarios.   
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D.  Suspensión 

1. Principales causas 

1) Pérdida temporal de alguno de los requisitos exigidos para su reconocimiento: 

-  traslado temporal de la residencia habitual a un municipio fuera del ámbito 

territorial de la CAPV 

-  percepción temporal de nuevos ingresos por encima de los límites máximos previstos 

-  en el caso de UC unipersonales, el ingreso en centros residenciales  o penitenciarios  

2)  Incumplimiento temporal por parte de la persona titular o de algún miembro de su 

unidad de convivencia de las obligaciones asumidas al acceder a la prestación, entre 

otras las siguientes: 

-  no comunicar en el plazo establecido las modificaciones habidas en la composición 

de la unidad de convivencia o en el nivel de recursos 

- negarse a negociar o suscribir un Convenio de Inclusión cuando éste se estime 

necesario  

- no cumplir los compromisos asumidos en el marco de un Convenio de Inclusión que 

se encuentre en vigor 

-cuando sea de aplicación, no estar disponible para el empleo 

- cuando sea de aplicación no permanecer inscrito/a ininterrumpidamente como 

demandante de empleo  

3) La comisión de más de una infracción en el ámbito de la Ley 18/2008, de 23 de 

diciembre, para la Garantía de Ingresos y para la Inclusión Social.  

En relación con la última causa cabe  señalar que el régimen sancionador incorporado 

a la citada ley no ha sido aplicado hasta ahora, hecho que constituye el principal 

motivo por el cual éste ha quedado fuera de los contenidos de esta guía.   

2. Procedimiento    

LANBIDE puede iniciar un procedimiento de suspensión cuando tenga conocimiento de 

hechos que pudieran constituir causa para ello.  En cualquier caso debe comunicarlo  

por escrito a la persona titular.    

 

 

 



 

 

 

41 

En su comunicación indicará con suficiente claridad: 

-   los motivos que hayan fundamentado su decisión,  

-   las posibles consecuencias del procedimiento iniciado, 

-   el plazo para resolver y notificar la resolución correspondiente, 

todo ello para que las personas interesadas puedan formular alegaciones  y presentar 

documentos en defensa de sus intereses (normalmente en un plazo de 10 días 

hábiles).   Ese “trámite de audiencia” previo a cualquier decisión que tome la 

administración es una garantía para que las personas afectadas no sufran indefensión.    

En cualquier caso, lo que LANBIDE finalmente decida o resuelva debe estar basado en 

razones ajustadas a la normativa aplicable además de ser dictado y notificado en un 

plazo máximo de dos meses, contados a partir de la fecha de inicio del procedimiento 

de suspensión. 

3. Duración de la suspensión  

Una  vez dictada la resolución de suspensión,  ésta se mantendrá mientras se 

mantengan las circunstancias que hayan motivado su aplicación, aunque en ningún 

caso por un periodo continuado superior a 12 meses, hecho que es causa de extinción 

(ver más adelante). 

Ahora bien, en determinados casos la suspensión se mantendrá por un periodo de un 

mes (siempre que los hechos que la motivan ocurran por primera vez).   

La normativa – concretamente el Artículo 45, apartado 2 del Decreto 147/2010, de 25 

de mayo, de la Renta de Garantía de Ingresos -  menciona los siguientes: 

- no comunicar en el plazo de 15 días los cambios que hayan surgido en la 

composición de la UC o en el nivel de recursos; 

 

- cuando sea de aplicación, no estar disponible para el empleo, no permanecer 

inscrita ininterrumpidamente como demandante de empleo o rechazar un 

empleo adecuado; 

 

- cuando sea de aplicación, rechazar modificaciones en las condiciones de empleo 

que conllevarían una mejora en el nivel de ingresos. 

En caso de que un supuesto de suspensión hubiera dejado de producirse en el 

momento de la suspensión, la administración podrá suspender por un periodo que 

dependerá de las circunstancias de cada caso pero nunca superior a la duración de la 

situación que motivó la decisión.       
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4. Reanudación del derecho a la RGI/PCV  tras la suspensión 

Una vez que hayan desaparecidas las causas que motivaron la suspensión,  LANBIDE  

comprobará de oficio (= por iniciativa propia de la administración) o a instancia de 

parte  (= por petición expresa de la persona interesada)  si se cumplen los requisitos 

para el cobro de la prestación.    

En caso de mantenerse el derecho a la prestación tras una suspensión, la misma se 

cobrará a partir del día siguiente al de la fecha en que hubieran desaparecido las 

causas. 

En la práctica,  ante una resolución de suspensión, tenemos 2 opciones: presentar bien 

un recurso de reposición  bien una petición de reanudación de la prestación.    

Presentando un recurso de reposición, nos mostramos en desacuerdo con la 

suspensión y solicitamos no sólo que la misma termine sino que, además,  se anulen 

todos sus efectos, obligando a LANBIDE a ingresar las cuantías no pagadas desde el 

inicio de la suspensión. 

Ahora bien, por los tiempos relativamente largos antes de responder a los recursos de 

reposición – actualmente unos 6 meses - y dado el resultado en todo caso incierto, 

podría optarse por una estrategia más pragmática: presentar una petición de 

reanudación, acompañada de documentación que demuestre a partir de qué fecha la 

circunstancia que motivó la suspensión dejó de existir. En este  caso el efecto que se 

espera es  volver  a cobrar desde el momento en que – de forma demostrable -  

desapareció la causa de la suspensión.  No obstante, dicha táctica tiene también un 

destacable inconveniente: con la renuncia al recurso aceptamos la firmeza de la  

suspensión como acto administrativo; si se junta a ésta otra suspensión,  podemos 

estar ante un supuesto de extinción con un año sin poder volver a solicitar la RGI (ver 

más adelante).   

5. La suspensión cautelar 

La normativa permite a LANBIDE suspender cautelarmente el pago de la RGI cuando 

haya detectado una posible pérdida de alguno de los requisitos para reconocer o 

mantener la prestación. 

En tal caso  LANBIDE debe dictar y notificar una resolución expresa en un plazo 

máximo de 3 meses a partir de la fecha en la cual tomó su decisión de suspender 

cautelarmente.  Si finalmente decide mantener el derecho a la RGI reconocerá el 

derecho  a cobrar las cuantías no pagadas desde la suspensión.  En caso contrario, 

mantendrá la suspensión o, alternativamente, dictará la extinción (ver más adelante).  
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E. Extinción 

1. Causas 

- fallecimiento de la persona titular, cuando se trate de unidades de convivencia 

unipersonales 

- finalización del periodo de dos años de vigencia de la prestación (en  determinados 

casos)  

- pérdida definitiva de alguno de los requisitos exigidos para su reconocimiento 

- mantenimiento de una situación de suspensión por periodo continuado superior a 12 

meses 

- renuncia de la persona titular 

- resolución en tal sentido de un procedimiento sancionador 

- existencia de 2 suspensiones por incumplimiento de obligaciones en el periodo de los 

dos años de vigencia de la prestación 

- incumplimiento de la obligación  de hacer valer, durante todo el periodo de duración 

de la prestación, todo derecho o prestación de contenido económico que le pudiera 

corresponder o que pudiera corresponder a cualquiera de las personas miembros de la 

UC 

-  cuando sea de aplicación, rechazar un empleo o una mejora en las condiciones de 

trabajo que pudiera conllevar un aumento del nivel de ingresos  

-  darse de baja voluntaria   

-  acogerse a una situación de excedencia o reducción de jornada sin causa justificada 

2. Procedimiento  

Igual que en el caso de la  ´´Suspensión”. 

3. Las causas de extinción de la RGI que dan lugar a la penalización de un año sin 

cobrarla 

Si se extinguiera la prestación por incumplimiento de obligaciones o a la comisión de 

infracciones, la persona titular no tendrá la posibilidad de volver a solicitar la renta de 

garantía de ingresos por un periodo de un año a contar desde la fecha de extinción.   

Limitándonos al incumplimiento de obligaciones, se trata concretamente de las 

siguientes formas: 
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-  no hacer valer durante todo el periodo de duración de la prestación, todo derecho 

prestación de contenido económico que  pudiera corresponder  

-  cuando sea de aplicación, rechazar en una ocasión, sin causa justificada, un empleo 

adecuado según la legislación vigente o una mejora en las condiciones de trabajo que 

pudiera conllevar un aumento del nivel de ingresos  

- darse de baja voluntaria 

- disfrutar de una excedencia o reducción de jornada voluntaria 

La misma consecuencia tendrá una extinción basada en la ocurrencia  de dos 

suspensiones por incumplimiento de obligaciones en el mismo periodo de vigencia de la 

prestación (2 años).  

F.  Devolución o reintegro de cobros indebidos 

Existen dos tipos de situación que obligan a la reintegración de cobros indebidos: 

1) la obligación de reintegrar se debe a errores cometidos por LANBIDE (por ejemplo 

por no haber ajustado -  a tiempo - sus pagos a la variación de ingresos percibidos y 

comunicados en plazo por la UC) 

2)  la obligación de reintegrar está vinculada a una decisión de suspensión o extinción 

por incumplimiento de obligaciones o pérdida de requisitos por parte de la persona 

perceptora 

En ambos casos LANBIDE da comienza al procedimiento de reintegro mediante una 

carta donde se detallan las cuantías a devolver y se señalan los motivos. En el caso de 

cobros indebidos por culpa de la administración la justificación suele ser mucho más  

detallada (con tablas incluidas).   Lo normal es que la carta nos dé un plazo de un mes 

para presentar alegaciones y/o documentos de cara a evitar el reintegro o, en su caso,  

reducir la cuantía a devolver.  Por otra parte, informa del plazo máximo a resolver, 

que es de 6 meses).   Si la administración no cumple dicho plazo, debe archivar el 

procedimiento, algo que, sin embargo,  no impediría iniciar un nuevo.  

Si no estamos de acuerdo con la propuesta de devolución, tenemos que reaccionar, 

aunque fuera para rebajar la cuantía. 

Estando de acuerdo tanto con la fundamentación como con las cantidades propuestas, 

no haremos nada hasta la notificación de la resolución (antes de la notificación de 

dicha resolución no puede haber ningún efecto económico).   

En caso de que la resolución confirme la devolución de la cuantía inicialmente 

propuesta o, en su caso, una cuantía inferior, se nos propondrá pagar el importe en 

una sola vez o mediante pago fraccionado. 
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En la práctica,  el plazo de pago voluntario se determina en 45 días.  Una vez  

transcurrido dicho plazo sin haber pagado la deuda o haber llegado a un acuerdo de 

pago fraccionado,  se abre la vía de apremio (= pago forzado),  implicando la 

aplicación de un 20 % de recargo e intereses por demora.  Ahora bien, de hecho NO 

hay constancia (hasta ahora) de la ejecución (forzosa) de la deuda,  salvo  en forma de 

compensación o descuento en caso de personas que mantengan o renueven su 

derecho a cobrar la RGI.    

La compensación o descuento por reintegro de cantidades indebidamente percibidas 

va según determinadas reglas plasmadas en el citado Circular   1/2015, sobre 

determinación de las condiciones del reintegro de prestaciones indebidamente 

percibidas.  Los porcentajes a descontar mensualmente de la prestación total 

percibida varían desde 30 %  de la cuantía máxima que pudiera corresponder hasta la 

cuota social de 30 euros.  Ésta última es un derecho, cuando les cobros indebidos 

tengan su origen en errores cometidos por la propia Administración competente. En 

otros casos,  la opción a la cuota social o a porcentajes más bajos (10 o 20 %) depende 

de otros factores (número de menores en la UC,  valor máximo del patrimonio mueble 

etc.). 
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